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							  1929

							
					  	
						Fundación del Partido Nacional Revolucionario, PNR.

							
					  

						
								
							  1930

							
					  	
						Inauguración de la estación de radio XEW, La voz de la América Latina desde México.

							
					  

						
								
							  1931

							
					  	
						Promulgación de la Ley Federal del Trabajo.

							
					  

						
								
							  1932

							
					  	
						Abelardo Rodríguez, presidente de la República.
Creación del banco de desarrollo Nacional Financiera, NAFINSA.

							
					  

						
								
							  1934

							
					  	
						Lázaro Cárdenas, presidente de la República.
Plan Sexenal del PNR. 

							
					  

						
								
							  1936

							
					  	
						Expulsión del general Plutarco Elías Calles.
Promulgación de la Ley de Expropiación por Causa de Utilidad Pública. Inicio de la reforma agraria. Creación de la Confederación de Trabajadores de México, CTM.
Fundación del Instituto Politécnico Nacional.

							
					  

						
								
							  1937

							
					  	
						Nacionalización de los ferrocarriles. Creación de la Comisión Federal de Electricidad, CFE.
Envío de armamento a la República española y defensa de la misma en los tribunales internacionales.

							
					  

						
								
							  1938

							
					  	
						Decreto de expropiación de la industria petrolera. Se refunda el partido en el gobierno en cuatro sectores: obrero, campesino, clases media y militar (Partido de la Revolución Mexicana, PRM). 

							
					  

						
								
							  1939

							
					  	
						Creación de la Casa de España en México que al caer el gobierno republicano español se convierte en El Colegio de México.
Creación del Instituto Nacional de Antropología e Historia, INAH.
Fundación del Partido Acción Nacional, PAN.

							
					  

						
								
							  1940

							
					  	
						Gobierno de Manuel Ávila Camacho. El PRM se transforma en Partido Revolucionario Institucional, PRI, que dominará toda elección presidencial hasta el año 2000.

							
					  

						
								
							  1942

							
					  	
						Creación del Instituto Mexicano del Seguro Social, IMSS. 

							
					  

						
								
							  1943

							
					  	
						Fundación del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación, SNTE. 

							
					  

						
								
							  1946

							
					  	
						Miguel Alemán, presidente de la República.

							
					  

						
								
							  1949

							
					  	
						Primera edición de El Laberinto de la Soledad de Octavio Paz. 

							
					  

						
								
							  1950

							
					  	
						Luis Buñuel filma Los olvidados. 

							
					  

						
								
							  1952

							
					  	
						Alberto Ruz Lhuillier excava la tumba del Templo de las Inscripciones en Palenque. Inauguración de los primeros edificios de la Ciudad Universitaria.

							
					  

						
								
							  1950

							
					  	
						Comienza la modernización y la expansión urbana: la era del llamado «milagro mexicano».

							
					  

						
								
							  1952

							
					  	
						Adolfo Ruiz Cortines, presidente de la República.

							
					  

						
								
							  1958

							
					  	
						Adolfo López Mateos, presidente de México.
Huelga general de los trabajadores ferrocarrileros, de médicos y del magisterio. Se reinstaura el «delito de Disolución Social».
Encarcelamiento de 300 presos políticos.

							
					  

						
								
							  1968

							
					  	
						Movimiento estudiantil. El ejército, bajo órdenes presidenciales, liquida el 2 de octubre la protesta social que duraba desde julio.

							
					  

					
				

		  

		

	
		
			
				Las claves del periodo

				Alicia Hernández Chávez

				 

				 

				 

				 

				El periodo de 1930 a 1960 es sin duda el momento en el que se generan las principales directrices de la contemporaneidad mexicana. Numerosos son los indicadores de tal derrotero. Pensamos que el más importante fue la definitiva integración del conjunto de la población mexicana en el mercado, en la sociedad, en la política y en la cultura nacional, por efecto de la reconstrucción posrevolucionaria. En efecto, mediante la reforma agraria de 1936-1940 el Estado transformó el mundo rural al dotar de ejidos a un millón de cabezas de familia. Así, tanto la familia campesina como el resto de la población, durante estos decenios, pasan a ser protagonistas de la mencionada reconstrucción a través del orden corporativo fundado por el partido oficial PNR/PRM (Partido Nacional Revolucionario/Partido de la Revolución Mexicana) y el poder presidencial.

				Un papel significativo lo desempeñaron la Confederación de Trabajadores de México (CTM) y otras organizaciones sindicales, gracias a su capacidad para coordinar a más de un millón de agremiados. Algo similar ocurrió con la Confederación Nacional Campesina (CNC) que a partir de la unidad de producción agrícola sistematizó su representación en comités locales, distritales, estatales y nacionales. Estas organizaciones se expandieron gracias a la labor del gobierno en la reconstitución de las industrias estratégicas, como la del petróleo y los ferrocarriles, que al ser expropiadas y administradas por el Estado mudan el estatus de proletario a trabajador del Estado. Más aún, mediante precios administrados que fijó el gobierno acrecentaron el poder adquisitivo de los salarios y expandieron el mercado nacional. La llamada clase media también gozó de numerosos beneficios: salud, educación y precios administrados, por lo que apoyó al gobierno o se mantuvo al margen de la vorágine política. Hacia fines del decenio de 1930 una parte de ella, junto con los empresarios, formaron el Partido de Acción Nacional (PAN), de centro derecha, que es el que, por vez primera, en el año 2000, logró ganar al PRI una elección presidencial.

				Todos los sectores sociales representados en el partido oficial negociaban sus cuotas de representación en el Congreso de la Unión, en los congresos estatales y las gubernaturas. La respuesta del gobierno fue generosa, los obreros sindicalizados contaron en esa época con hospitales, centros de salud, conjuntos habitacionales, seguro social, pensión garantizada, centros vacacionales así como planteles educativos. 

				La nueva sociedad de masas enarboló el nacionalismo bajo el supuesto de la unidad de clases, lo que José Vasconcelos llamó la «raza cósmica» y otros «la tercera vía», ni capitalista ni socialista, lo cual permitió que todos los sectores sociales compartieran una misma ideología social conciliadora, resueltamente antiliberal. Fue la versión light del corporativismo imperante en Europa y América Latina. Un orden estructurado a partir de la esfera de la producción, vinculado al Estado, con el presidente de la República en la cúspide y por conducto del partido del gobierno, el PRM, que en 1946 se autodenominó el partido de la «revolución institucional», el famoso PRI que gobernó el país como partido hegemónico de 1929 al año 2000. Se podría decir que en el periodo de 1930 a 1960 hubo una voluntad política de dar respuesta a las demandas de participación de los diferentes sectores de la sociedad. Respuesta y praxis política que poco tenían que ver con la democracia pero que satisficieron las demandas y proporcionaron un mejor nivel y calidad de vida a amplios sectores sociales.

				La intensidad de las transformaciones fue otro elemento fundamental que conformó la contemporaneidad mexicana. La movilización social vivida durante la revolución de 1910 a 1920 y su posterior dinámica elevaron a la palestra pública a distintos actores sociales que debieron ser recompensados u organizados para imponer un orden y dirección al país. Las transformaciones que produjo la integración de la mayoría de la población en el sistema político, social, económico y cultural impactaron de tal manera en el país que a los sectores pudientes no les quedó otra alternativa que plegarse e invertir en los negocios que abría el creciente mercado de consumidores favorecido por precios administrados y políticas proteccionistas. «Consuma lo que el país produce» y «haga Patria en colchones América» fueron anuncios publicitarios muy comunes que reflejaban dos realidades: la del «hecho en México» y el elevado crecimiento poblacional. El primero anuló la competencia, el segundo acabó con los beneficios del gasto público. Con una tasa de crecimiento demográfico del 3 por ciento, el gasto social acabó, a fines del periodo, por ser insuficiente. 

				Sin lugar a dudas, la dimensión histórica más dinámica de este periodo fue la vida política pues el Estado adquirió la capacidad de orientar las transformaciones económicas, sociales y culturales. Logró incluso dominarlas a partir del nuevo papel que asumió el poder ejecutivo, aislando las fuerzas de oposición tanto de izquierda como de derecha.

				Los instrumentos de la presidencia de la República para dirigir este primer tramo de la contemporaneidad tuvieron su punto de partida en la regulación de las relaciones de trabajo en 1931-1933, cuando se atribuyó al Departamento Autónomo del Trabajo las funciones de la Procuraduría Federal de Defensa del Trabajo y el control sobre las juntas federales de Conciliación y Arbitraje. En particular fue durante la presidencia de Lázaro Cárdenas cuando, mediante la Ley de Expropiación por Causa de Utilidad Social de la nación, se transformaron empresas privadas en paraestatales con capital mayoritario del gobierno, lo que permitió regular la industria energética, la petrolera, las comunicaciones ferrocarrileras, la producción agrícola y, como ya se ha dicho, los mercados mediante precios administrados.

				A partir del sector del trabajo, el corporativismo antiliberal hizo posible, sobre todo entre los años 1930 y 1950, que los poderes metaconstitucionales del poder ejecutivo se expandieran en materia de interpretación y reglamentación administrativa, en la praxis de negociaciones entre las distintas facciones, dentro y fuera del partido, entre las instituciones del gobierno, entre empresarios de distintas agrupaciones, etcétera. De este modo, el presidente ejerció un poder casi omnímodo durante los seis años que gobernó y que luego cedió a su sucesor. Este entendido que reinó durante sólo seis años permitió que cada presidente moldeara y reformara el sistema político. 

				Al finalizar la II Guerra Mundial el rumbo que tomó la política internacional fue definitivamente hacia la derecha. La Guerra Fría obligó al gobierno a redefinir a sus aliados, que ya no fueron las fuerzas populares; surgió un potente enemigo: la Unión Soviética, el comunismo, y México tenía un aliado natural: Estados Unidos de América. El giro fue radical y los sectores de extracción popular, pilares del sistema, dejaron atrás su lenguaje radical sin abdicar de sus privilegios cada vez más acotados a las dirigencias sindicales. 

				El periodo de 1945 a 1960 se caracterizó por un cambio constitucional y de praxis política que transformó la relación entre la federación y los estados. Los gobernadores y los representantes en los congresos estatales se convirtieron en dependientes nombrados por el presidente de la República. Sin duda, el débil e inconcluso proyecto federal vivió sus momentos más oscuros.

				El Partido Revolucionario Institucional, en el gobierno y bajo la égida del presidente, controló y decidió políticas y destinos del país, lo que explicaba por qué el ciudadano común observaba que las políticas públicas se aceleraban, suspendían o se iniciaban nuevas, a capricho del conductor del destino del país. El poder legislativo y el poder judicial actuaban como convidados silentes, apéndices del gobierno. El acto electoral adquirió un valor simbólico pues el PRI ganaba siempre con más del 90 por ciento de los votos. Por lo tanto, las elecciones perdieron su papel consensual entre facciones políticas distintas, incluso en el ámbito interno del propio PRI. La ventaja para los gobernadores de los estados fue que la nueva relación con la presidencia les permitió vender su capacidad de gestión mediante mayor subsidio y créditos del gobierno federal, sin tener que exponer su prestigio recaudando impuestos o responsabilizándose del ejercicio del presupuesto. Toda queja recaía sobre el gobierno federal.

				Esta profunda reorganización institucional del federalismo potenció el poder presidencial en la esfera de las relaciones internacionales. En efecto, fue en esta fase en la que, a través de la Secretaría de Relaciones Exteriores, el gobierno hizo propia la doctrina formulada por el ministro de dicho ramo Genaro Estrada, en 1931, según la cual el gobierno mexicano proclamó el derecho a la autodeterminación de los pueblos y la no intervención de gobiernos extranjeros en asuntos internos de los Estados soberanos, el derecho de toda nación a ejercer plenamente su soberanía y a decidir libremente sus propios asuntos, sin intrusión de las potencias internacionales.

				El amplio consenso interno y los éxitos de las políticas ejecutadas durante el gobierno de Lázaro Cárdenas (1934-1940) permitieron realizar una decidida política internacional que condujo a que se afirmara la doctrina Estrada como pilar de las relaciones exteriores mexicanas. Basta recordar la ruptura con Italia por la invasión de Etiopía, la ayuda solidaria que México brindó a la República española, ofreciendo asilo a su gobierno, así como el auxilio a sus connacionales. La lucha contra las diversas expresiones del fascismo, incluso las internas de Estados Unidos, facilitó la buena relación entre el presidente Cárdenas y el presidente Franklin D. Roosevelt. Permitió sobrellevar sin grandes reparos la oposición de sectores del gobierno norteamericano y de los grupos de interés afectados por el reparto agrario y por la expropiación de la industria petrolera concesionada a las compañías petroleras de capital norteamericano e inglés. 

				Obviamente las fricciones con el país del norte no fueron eliminadas por la insistencia del gobierno norteamericano en que México y los otros países latinoamericanos moderaran el nacionalismo, especialmente el de orden económico. La potencia de los gobiernos no fue exclusivamente de naturaleza política. Su capacidad de dirección derivó, en parte, de la difusión de la cultura nacionalista y popular: la idea de «lo mexicano», el indigenismo y el apoyo de la cultura agraria y obrera. El conjunto contó con el sostén de los medios de comunicación masiva, como la radio (la estación XEQ), que generó un enorme consenso de la población.

				La capacidad de dirección del gobierno también fue posible por la transformación de la estructura económica del país y el papel del Estado en la misma. La economía mexicana se recobró rápidamente de los efectos contraccionistas de la Gran Depresión gracias a la reordenación monetaria que facilitó la afirmación de la economía monetaria, el abandono del patrón oro y la libre fluctuación del peso. Esta orientación se consolidó durante el gobierno de Cárdenas con el Plan Sexenal sustentado en cinco factores: el uso del gasto público para la modernización de la infraestructura; en los programas sociales de salud, educación y vivienda; en la política de expropiación de los sectores estratégicos de la economía; en la reforma agraria y en la creación de instituciones financieras estatales en apoyo al desarrollo nacional. La inversión pública se convirtió en el nuevo mecanismo de una expansión económica que abarcó todos los estados y los municipios de la república.

				Esta tendencia se aceleró entre los años 1940 y 1960 favorecida por la II Guerra Mundial y la de Corea de 1954, así como por la acción conjunta de la inversión estatal con la privada. Al mismo tiempo la segunda conflagración hizo posible una reducción de la deuda pública externa y la reapertura del crédito norteamericano a las empresas nacionalizadas y en especial a Petróleos de México (PEMEX).

				El largo periodo de crecimiento económico permitió alcanzar el objetivo de los planes sexenales de gobierno: expandir el mercado interno único e integrado capaz de difundir los beneficios a todo el país. Es en esta fase histórica en la que México conoció un potente desarrollo de la actividad industrial, de los servicios públicos y privados y de su comercio exterior.

				La gestión económica de la presidencia de la República generó una serie de recursos públicos que aumentaron el bienestar de parte de la población y abrieron las compuertas de la movilidad social para amplios grupos de población. Todo ello contribuyó a la integración social, a la generación de un mercado nacional, a la vinculación entre las diversas regiones del país, a forjar y consolidar la identidad nacional y a crear, por lo tanto, una ciudadanía política y social. 

				Un indicador económico sintetiza esta transformación: el PIB per cápita pasa de 1.344 a 4.465 dólares entre 1935 y 1964, una etapa de tres decenios en los que se duplicó la población de 16,5 a 34,9 millones de habitantes, lo que elevó la población urbana, producto de las migraciones internas, a cerca de la mitad de la población total. La población económicamente activa, principalmente rural en 1930 (70,2 por ciento), se convirtió en urbana gracias a las actividades industriales y de servicios, y alcanzó el 54,2 por ciento en 1960.

				Los cambios materiales y sociales, entre ellos la vitalidad cultural del nacionalismo, llevaron al país hacia una primera modernización de la arquitectura urbana, tanto en la capital como en todos los grandes centros urbanos regionales. La difusión de la educación y de los nuevos proyectos estatales de corte humanista y científico de las universidades públicas, el desarrollo de la literatura, el teatro, el cine, la radio y la televisión dieron una notable vivacidad a la vida mexicana.

				El comienzo de la contemporaneidad mexicana fue constante y significativo en la mejora de la seguridad social, de la escolaridad, de los subsidios al transporte público, al consumo de electricidad, agua y gas, que, como en otras latitudes, favoreció sobre todo a la nueva burguesía industrial y financiera, sostenida por la política estatal de todos los gobiernos.

				En el decenio de 1950 comenzó una creciente polarización entre los marginados y los beneficiarios de la nueva prosperidad. Resurgió y se prolongó en el decenio siguiente una cuestión social que golpeó a los sindicatos, reprimidos en sus movimientos de huelga contemplados en la Ley Federal del Trabajo, cuando el gobierno rescató el decreto de «disolución social» promulgado durante la II Guerra Mundial para los traidores a la patria. Tal decreto se aplicó a maestros, médicos y ferrocarrileros huelguistas en 1959.

				Probablemente la disidencia de los decenios de 1950 y 1960 y la aparición de los «presos políticos» fuera el resultado de las primeras crisis generacionales del nacionalismo y de la ruptura y el desgaste del discurso revolucionario en las políticas culturales. También respondió a motivaciones internas e internacionales. En efecto, la poderosa confederación de empresarios y de banqueros preocupados por la desaceleración económica creó un frente con el apoyo del gobierno para frenar el incremento de los salarios reales y obtener nuevas concesiones para sus negocios e inversiones. Al mismo tiempo, la nueva burguesía —sostenida por sectores de clase media, arropada por el partido en el gobierno, el PRI— advirtió que la Guerra Fría obligaba, sin declararlo explícitamente, al abandono progresivo de la política exterior, «molesta» para el vecino del norte, y se abocaron a fortalecer el desarrollo económico de México y de los demás países latinoamericanos para asegurar su estabilidad política. De modo que terminaron por secundar la orientación norteamericana, aceptada mas no declarada por el gobierno mexicano, en favor de una directriz anticomunista —de preservación del statu quo tanto en México como en otras naciones del continente— a expensas de su democratización. Este cambio fue anunciado por el PRI a fines del decenio de 1950, por medio de un portavoz del gobierno, que manifestó que México «no era ni de extrema derecha ni de extrema izquierda sino de una izquierda “atinada” dentro de la Constitución».
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				La vida política 

				Alicia Hernández Chávez

				 

				 

				 

				 

				La historia de los decenios de 1930 a 1960 es la de la institucionalización de cambios económicos y demandas políticas y sociales generadas durante la revolución de 1910 a 1920. Semejante proceso transcurrió en un contexto internacional —la Gran Guerra y la Gran Depresión— que impactaba en todos los países con secuelas que aceleraron los requerimientos ciudadanos, los derechos políticos y sociales y la movilidad de las nuevas generaciones.

				La evolución política de esos treinta años colocó a México en la contemporaneidad y condicionó sus exigencias y tendencias. Su trayectoria se inscribe tanto en el ideario de la revolución de 1910-1920, en ejecución de los principios más avanzados de la Constitución de 1917, tales como los artículos 3, 27 y 123, y en la ideología nacionalista que imperó de 1920 en adelante. Todos fueron elementos fundamentales que definieron de modo particular a nuestro país.

				Precisamente porque el ingreso de México en la contemporaneidad fue similar al de otros países latinoamericanos y europeos, se generó una política de masas que se incorporó al proceso y les reconoció deberes y derechos universales como el voto, el derecho de asociación, el de huelga, el derecho a la salud, a la educación y a la organización partidaria. La nueva tendencia de mayor libertad, igualdad y fraternidad formó parte de un cambio mundial que, como tal, propició el surgimiento de grupos de interés conformados según las particularidades de cada país. 

				La sociedad en 1930 se componía de 16,5 millones de habitantes y al término del decenio de 1960 se había duplicado (circa 35 millones de mexicanos). México registró una tasa de crecimiento general del 2,6 por ciento entre 1930 y 1950 y del 3,2 por ciento entre 1950 y 1970, periodo caracterizado por la disminución de la mortalidad y el sostenido índice de altas tasas de natalidad. La tendencia dominó el crecimiento urbano que en términos generales fue el doble del rural.

				La transición en acto comportó la incorporación de una creciente población y la primera consolidación de la política de masas mediante el establecimiento de un nuevo orden político. Entre 1920 y 1940 se institucionalizó una revolución encabezada por ciudadanos en armas que derrotaron a un ejército profesional en 1914; superada tal fase, sucedió la pacificación del país. Los ciudadanos armados, clases medias, obreros, campesinos, se identificaron con distintas ideologías y grupos de interés organizados en corporaciones, ligas y partidos. La fuerza que cobraron estos actores populares explica la popularidad, la movilidad social, el avance político y de bienestar social de los decenios 1920 y 1930. Fue a partir de 1945-1960 cuando el sistema político adoptó el carácter de régimen al aprovechar las instituciones populares como clientelas subordinadas al Estado, y al igual que en el resto del mundo, las políticas sufrieron un giro hacia la derecha. Fue la etapa que sustentó la vida política en un solo partido —el PRI o Partido de la Revolución Institucional, que se hizo con todos los cargos con más del 90 por ciento del voto eleccionario— y en la que se desarrolló una política de corte corporativo antidemocrática que operó a base de pactos informales —no públicos— que conllevó prebendas y concesiones entre las partes. 

				 

				 

				Nuevo orden político

				 

				El reordenamiento político invocó la Constitución de 1917 que prohíbe a cualquier político su acceso a la presidencia por vía de las armas al declarar en su artículo 82, inciso VII, que para ser presidente se requiere «no haber figurado directa o indirectamente en alguna asonada, motín o cuartelazo». Establece además como principio constitucional la no reelección del presidente. Estos dos preceptos fueron los mecanismos más poderosos que impulsaron el proceso de institucionalización política del país, subordinaron a las facciones en armas al poder civil y acotaron el poder presidencial primero a cuatro y, de 1934 en adelante, a seis años.

				Disciplinar una sociedad superada la guerra civil, y someter a las múltiples fuerzas en armas al poder civil fue una gran faena política. En 1921 México contaba con el llamado Ejército Constitucionalista, que en total estaba integrado por 118.563 efectivos: los cuadros de mando estaban formados por 679 generales, 4.463 jefes (de coronel a mayor), y 15.421 oficiales. Esto representaba un soldado a sueldo más intendencia por cada 10.000 mexicanos, sin considerar a los grupos informales armados del país y a las fuerzas auxiliares de cada gobierno estatal. Sin embargo, este ejército no constituía una corporación profesional pues uno de los grandes éxitos de la Revolución Mexicana fue interrumpir su proceso de profesionalización. En agosto de 1914, una ciudadanía en armas, al derrotar y disolver al ejército permanente del Porfiriato, abrió el camino para que se consolidaran instituciones civiles comprometidas con un ideario social. Se insiste en este aspecto porque se considera un rasgo esencial del naciente sistema político, distinto al desarrollo de la militarización ocurrida en el Cono Sur a lo largo del siglo XX. Las facciones de ciudadanos en armas desarrollaron políticas y alianzas con distintas agrupaciones y sectores civiles de la sociedad y juntos encabezaron las instituciones del nuevo México; tardaría casi medio siglo, llegada la II Guerra Mundial, en que se profesionalizara el ejército mexicano, cuando el país contaba ya con instituciones civiles consolidadas. 

				La pacificación se hizo de modo pragmático. Durante los periodos presidenciales del ex presidente municipal y agricultor sonorense Álvaro Obregón (1920 y 1924) y de su sucesor, Plutarco E. Calles (un ex maestro de escuela media), se abrió un horizonte esperanzador para los sectores populares. Obregón había pactado con obreros y campesinos que, de llegar a la presidencia de la República, los apoyaría: con los zapatistas en el estado de Morelos, el núcleo armado símbolo del agrarismo mexicano, repartió las haciendas azucareras en propiedad ejidal. Obregón promovió la Confederación Regional Obrera Mexicana, CROM, y su Partido Laborista, el PL. En 1921 se creó el PCM, Partido Comunista Mexicano, como otros partidos y ligas nacionales. 

				Obregón, como presidente, pactó con todas las ideologías y agrupaciones. El reparto agrario nacional avanzó, pues, entre 1921 y 1924, se distribuyeron 1,2 millones de hectáreas, beneficiando a unas 132.969 familias. A los sectores moderados —incluso a los rebeldes en armas— Obregón les dio garantías para que depusieran las armas como ocurrió con los terratenientes en Chiapas y con las guardias blancas de las compañías petroleras en el Golfo de México; similar fue su postura con los dueños de terrenos que recibían regalías de compañías extranjeras a cambio de la explotación de sus campos petroleros. Las organizaciones agrarias y obreras recibieron dádivas del presidente; sus líderes fueron encumbrados en puestos ministeriales, como el líder de la CROM Luis N. Morones, quien ocupó la Secretaría de Trabajo, Industria y Comercio. Nació así el nuevo sistema de intercambio entre el gobierno y los sectores públicos, empresarios, trabajadores y campesinos; es decir la praxis de concertar con los líderes de estas corporaciones los mecanismos de precios, salarios y beneficios para sus agremiados. 

				Lo singular del periodo fue el vigor y número de organizaciones, partidos, sindicatos, ligas de trabajadores del campo, organizaciones de industria, de manufactura y de talleres artesanales. Pero muy pocos contaron con fuerza autónoma para sostener una política propia, por lo cual recurrieron a la ayuda del nuevo Estado. Hacia mediados del decenio de 1920 comenzó a apreciarse una nueva agitación social y descontento popular, en buena medida producto de la depresión económica que se inició en México hacia 1926 y se sumó a las secuelas materiales de los años de guerra previos. 

				Empeño de gran mérito fue el esfuerzo por encauzar la energía desatada por una sociedad en armas mediante la política educativa y cultural. Concebida como el principal sostén del crecimiento de la sociedad, difusora de igualdad de oportunidades y forjadora de una nación incluyente en la que se beneficiarían todos los mexicanos, independientemente de su riqueza, condición social o etnia, la política educativa cumplió con uno de los ideales más sentidos de la revolución. Con esta inteligencia, en 1921 el presidente Obregón creó la Secretaría de Educación Pública (SEP) y al frente puso a José Vasconcelos, un intelectual de primer orden, idóneo para forjar una idea unitaria de raza y sociedad. Su tarea fue formidable en un país donde el analfabetismo alcanzaba un 72 por ciento de la población. El presupuesto inicial de la SEP fue de 300.000 pesos para subir en el mismo cuatrienio a seis millones; es decir, del 1,3 por ciento del presupuesto total aumentó al 9,3 por ciento. 

				Cuando Plutarco Elías Calles llegó a la presidencia en 1924 existían algunas organizaciones centrales con capacidad para mantener la unidad del país: los aparatos administrativos y los partidos regionales, de los cuales el más importante fue el Partido Laborista (PL), brazo político de la CROM (Confederación Regional de Obreros Mexicanos) compuesto por organizaciones de trabajadores, sociedades de artesanos y ligas campesinas. El PL sumó políticos locales y municipales a líderes obreros que tomaron las armas o colaboraron con las facciones de Obregón y Plutarco Elías Calles y el Partido Fronterizo, cuyo líder era un hábil político, Emilio Portes Gil. No obstante, el país seguía fragmentado en grupos regionales poderosos y un puñado de políticos que detentaban el grado y el poder de «generales de la revolución», que les hacía sentir merecedores de la presidencia o de cargos ministeriales. En tanto, los movimientos de trabajadores del campo y de las industrias modernas habían adquirido matices de revolución social. La praxis política del gobierno de Álvaro Obregón de los años previos se había agotado y vientos de insatisfacción desestabilizaban el país.

				Durante la presidencia de Calles la política pública fue distinta, menos carismática y dirigida a fortalecer la Administración central. Calles fue el hombre creador de instituciones. Fundó el Banco de México y la Comisión Nacional de Irrigación, constructora de carreteras y de irrigación sin precedentes, y diseñó los mecanismos anticaudillistas para conducir la política hacia los órganos del Estado. El desarrollo de una política de mayor control por el Ejecutivo del gobierno y de la Administración federal dieron a la presidencia de Calles un tinte estatista. 

				El momento que se vivía facilitó centralizar la economía y la política, pues el país, de 1926 a 1929, libró una guerra campesina y religiosa en gran parte del territorio: la guerra en nombre de Cristo Rey (guerra cristera). Con la presión de la CROM, y la aguerrida política de la Iglesia católica en contra de toda reforma popular, el gobierno hizo ejecutivos los artículos constitucionales que marcaron la definitiva separación de Iglesia y Estado. El presidente se apoyó en las campañas de propaganda del partido de la CROM, el Laborista, incluida su ambición de fundar una Iglesia nacional, la Iglesia Católica Apostólica Mexicana.

				Iglesia y Estado iniciaron una lucha sin tregua. La primera censuró y se movilizó en contra de los artículos constitucionales relativos a la educación, a la prohibición de órdenes monásticas, la expropiación de la tierra y de bienes corporativos. El gobierno respondió con la aplicación inmediata de la Constitución: los gobernadores expulsaron a los sacerdotes extranjeros, las autoridades locales cerraron escuelas, conventos y hospicios de huérfanos católicos y se aceleró la desamortización de la propiedad corporativa. La resistencia católica comenzó por organizarse para la guerra civil, nació la Liga Nacional Defensora de la Religión Católica; en contrapartida el gobierno expulsó al delegado apostólico, lo que provocó que se radicalizaran los obispos y ordenaran la suspensión de cultos. En 1929 se firmaron los acuerdos que estipulaban la separación terminante entre Iglesia y Estado: la primera acotada a Dios y el Estado laico a cargo del gobierno. Tal separación perduró hasta el gobierno de Carlos Salinas de Gortari, 1989-1994.

				 

				 

				La centralización política

				 

				El caos que pretendían provocar los grupos desafectos a los cambios del gobierno tardó en ser liquidado. En 1929, Calles convocó a los principales «generales de la revolución» y en reunión cerrada pactaron que ninguno, incluido él mismo, ambicionaría la presidencia. Entre todos escogerían a un civil como interino para preparar las elecciones. El político civil de mayor temple y base autónoma era Emilio Portes Gil, gobernador del estado de Tamaulipas, fundador y artífice del Partido Fronterizo, la organización política más poderosa del Golfo de México. Portes Gil fue proclamado por el Congreso presidente interino con la encomienda de preparar las elecciones para el periodo presidencial de 1930 a 1934.

				El acuerdo entre cabecillas y «generales de la revolución» abrazó distintos movimientos, corrientes y partidos locales y sus clientelas. Los del Golfo, el Fronterizo y el Socialista del Sureste y las ligas y las organizaciones de la región fueron la espina dorsal de la naciente confederación de partidos; de hecho, antes de 1933, existió un pluripartidismo en los poderes legislativos de la federación y de los Estados. En cambio, la idea de Plutarco E. Calles, para entonces reconocido como el «Jefe Máximo», fue formar un partido promotor de principios básicos emanados de una convención que obligara a todo candidato del gobierno a una política determinada y que garantizara su éxito electoral. El nuevo partido sería nacional compuesto por correligionarios civiles o militares organizados por el Estado conforme a sus áreas de trabajo; sus ideales se definirían de interés nacional; y como tal, adquirió la connotación de partido del gobierno.

				Primero se negoció la incorporación de las organizaciones surgidas durante los dos decenios de movilización social. Hasta ese momento, Calles había sido capaz de mantener su posición de Jefe Máximo de todas las fuerzas allegadas al gobierno y de fungir como mediador, por lo que su personalidad fue clave en el proceso de negociación. Lo que Calles buscaba era organizar las fuerzas políticas bajo el influjo de las nuevas tendencias corporativas, a semejanza del fascismo italiano y español. En noviembre de 1928 inició actividades el Partido Nacional Revolucionario, el PNR, agrupación de jefes políticos y partidos políticos estatales y regionales. De inmediato el PNR en su convención tomó dos medidas: ampliar de cuatro a seis el periodo presidencial y aprobar un Plan Sexenal en el que se fijaron las directrices básicas de la política general del país. 

				En un primer momento se respetó la autonomía de los partidos locales, el PNR confederó partidos y organizaciones que reclamaban ser producto de la revolución: éstos preservaron su autonomía y sus estatutos; a cambio debieron acatar las decisiones de carácter nacional que tomara su comité ejecutivo central con sede en el Distrito Federal. El PNR fue el primer paso para crear un partido único y nacional. No sólo nació para las elecciones, sino para regir los destinos políticos de la sociedad «revolucionaria», de intelectuales, burgueses, proletarios, trabajadores del campo; es decir, nació como partido nacional interclasista. 

				El PNR acabó por trascender las esferas de poder local: en gran parte de los estados eligió con más del 90 por ciento de los votos a los gobernadores y depuró —entre 1921 y 1936— los altos mandos del ejército, lo que dislocó los nexos entre facciones políticas. La presidencia y el partido solían «palomear», es decir, seleccionar los nombres de los candidatos a cargos electivos y luego negociaban con las fuerzas políticas locales el candidato definitivo. Medida fundamental en el proceso de reorganización del sistema político fue el artículo 115 de la Constitución de 1917 que reconoció la autonomía municipal con su ayuntamiento electo directa y popularmente. La formación de alrededor de 2 millares de municipios en la república (hoy suman 2.435), sede de gobiernos locales, fue esencial para la paz pública. Éstos fueron reforzados con 280 centros distritales subordinados a 31 partidos políticos estatales que reconocían una sola directiva: la del Comité Nacional del PNR. De ahí que, en los años sucesivos, el PNR conservara un marcado carácter territorial, no obstante sus fuertes rasgos corporativos.

				En 1929, José Gonzalo Escobar, «general» desafecto de la revolución, intentó rebelarse, lo que sirvió para que se lanzara la señal de que «toda rebeldía sería considerada una traición a la patria», con lo que se pudo purgar a generales y gobernadores «desleales». Por ese entonces también se mandó liquidar a otros potenciales «enemigos de la revolución»; el mensaje era claro: la lucha por el poder por medio de un golpe de Estado no se toleraría, toda lucha política se dirimiría dentro y por conducto del partido del gobierno, el PNR.

				En la elección nacional se probaría la eficacia del novel partido: se nombró candidato a la presidencia a una persona sin vínculos políticos significativos, de modo que dependiera exclusivamente del PNR: éste fue un hombre de Michoacán, Pascual Ortiz Rubio. Sus contrincantes fueron Aarón Sáenz, originario de Nuevo León, magnate azucarero representante de prósperos hombres de negocios y de la facción favorable a cancelar las reformas radicales. Fuera de la «familia revolucionaria» se presentó como candidato autónomo José Vasconcelos, el popular ex secretario de Educación con apoyo urbano significativo entre las clases medias. El PNR organizó con notoria eficacia el voto rural. La votación fue abrumadora en favor de Ortiz Rubio: 1.948.848 votos, contra 110.979 para Vasconcelos; el PNR con Calles como Jefe Máximo al frente del partido mostraba su eficacia de control social y electoral. Entre 1930 y 1931 la lucha de facciones se concentró en el partido, en el que Calles nombró a una persona de su confianza, Lázaro Cárdenas, dirigente. Las dos instituciones, Congreso y PNR, fueron los contrincantes del debate político donde se expresaron las facciones organizadas en partidos regionales o como bloques políticos. Correspondió a Cárdenas, en su calidad de jefe del partido, concluir el proceso de centralización y acabar con las facciones indisciplinadas o externas del PNR, que se focalizaban en el Congreso, entre algunos gobernadores, en el ejército y en las nuevas organizaciones agrarias y obreras independientes. Un puesto clave entre las facciones en pugna dentro del sector militar lo ocupaba el general Joaquín Amaro, quien en ese momento ejercía el cargo de secretario de Guerra del presidente en turno, Ortiz Rubio. Era vox pópuli que Amaro era «el verdadero poder tras el trono». Los otros «generales» que sustentaban el régimen eran Lázaro Cárdenas, tipógrafo de Jiquilpan, Michoacán; Juan Andreu Almazán, médico, originario del sur de México, de filiación liberal maderista; y Saturnino Cedillo, un ranchero —poco letrado— de San Luis Potosí, quien decía tener como ideal que todo agrarista tuviera un coche Ford en su parcela. 

				El peligro latente radicaba en Amaro, quien a diferencia de los otros tres, sí tenía dotes militares y, por lo mismo, poder bélico mientras era secretario de Guerra. El que pudiera permanecer tres años más como «poder tras el trono» lo convertiría en un contrincante de peso y además iba a contracorriente con el proyecto de Calles, de un partido nacional con predominio sobre el gobierno y la sociedad.

				En octubre de 1931, tuvo lugar una crisis ministerial y los «generales» Cárdenas, Almazán y Cedillo presentaron su renuncia; con ello obligaron al general Amaro a hacer lo mismo. A los pocos meses renunció el presidente Ortiz Rubio. El Congreso designó al general Abelardo L. Rodríguez presidente provisional, para gobernar hasta el 1 de diciembre de 1934.

				De 1929 a 1934, en el Congreso estalló la disputa política más importante de los partidos o facciones opuestos al proceso de centralización y al debilitamiento del federalismo. Ésta se desató con el debate en torno a la reelección de miembros de la Cámara de Diputados. El problema era de fondo, pues hasta ese momento la Constitución sólo prohibía la reelección del poder ejecutivo, por lo que se entiende que se trataba de una reforma mayor (hoy en día se ha vuelto a debatir la posibilidad de reelegir a los representantes del legislativo). El debate y una solución favorable a la no reelección debilitaría las facciones de oposición o las bases de los gobernadores en el Congreso y de grupos políticos estatales; a su vez la no reelección fortalecería al poder presidencial al hacer coincidir la duración de cargos de elección con el periodo presidencial de seis años. En el Congreso de la Unión la corriente en favor de la reelección contaba con fuerza, sólo que tuvo que ceder en la convención nacional del PNR, celebrada en Aguascalientes, donde se logró el voto en favor de la no reelección de diputados estatales, federales y de senadores. El 29 de abril de 1933, el Congreso aprobó e hizo ejecutiva la reforma al artículo 83 constitucional, que fijó lo que hoy en día rige: la duración de seis años del encargo presidencial, sin derecho a reelección; para los senadores, la duración igual a la anterior, y para los diputados, tres años, sin derecho a reelección inmediata.

				Los años de 1929 a 1934 fueron de profunda actividad legislativa pues en múltiples sentidos se introdujeron cambios esenciales en la Constitución federal y liberal de 1917 para transfigurar su ideario original liberal democrático por un régimen netamente presidencial regido por un Estado poderoso con capacidad para incidir en las esferas de producción estratégicas. El Congreso de la Unión adquirió facultades legislativas respecto de la minería, el comercio, las instituciones de crédito y para establecer un banco de emisión único (1929). Luego, entre 1933 y 1934, se amplió el poder federal mediante leyes laborales que hasta entonces formaban parte de la esfera soberana de las entidades federativas. Pasaron a estar bajo jurisdicción federal los asuntos del trabajo relativos a ferrocarriles, al transporte federal, la minería y los hidrocarburos, además del trabajo marítimo y portuario (1933), y, por último, en 1934, los textiles. La reglamentación de estos cambios se inscribió en el Código Federal del Trabajo. Hubo críticas de parte de los diputados de la oposición, quienes afirmaban que estas leyes eran fascistas y lesivas a la soberanía de los estados y que violentaban la autonomía sindical al subordinar las relaciones de trabajo al poder federal; que incluso el nuevo código limitaba el derecho de huelga al regular la relación obrero-patronal, vía las Juntas de Trabajo. Algo similar se adujo con las reformas del artículo 115 que fijaba el periodo de gobierno municipal en cuatro años sin derecho a reelección inmediata y sujeto a otras medidas que debilitaban lo que fuera la fuerza del sistema federal desde su base, el municipio.

				Todas estas reformas, sin duda, estaban dirigidas a generar una efectiva rectoría del Estado, concebida como un poder presidencial, encuadrado por un partido nacional, con un presidente de partido con enorme poder, un presidente de la República de facto subordinado al partido y un poder legislativo formado por miembros disciplinados del propio PNR. En la Convención de Querétaro de diciembre de 1933 se consumó la ingeniería política al adecuar el PNR al conjunto de reformas que entrarían en operación. En la convención, el partido se despojó de su carácter confederal para adquirir los rasgos de un partido con todos los elementos contemporáneos: su membresía pasó a ser individual y sus órganos se estructuraron verticalmente, con bases territoriales en cada nivel de gobierno: el municipio, las entidades federativas y el Comité Directivo Nacional. El Comité Directivo Nacional (CDN) fue responsable de elaborar el plan nacional que debía cumplir su candidato a la presidencia; además designaba al candidato presidencial y nombraba a los candidatos para cargos legislativos. Las iniciativas de ley que diputados federales o estatales sometían al Congreso se elaboraban en el CDN, por conducto de su Instituto de Estudios Sociales, Políticos y Económicos. Lo mismo en el caso de las iniciativas que enviaba el Ejecutivo. El PNR aprobó su Primer Plan Sexenal en dicha convención y nombró candidato presidencial al michoacano Lázaro Cárdenas, político cercano a Calles. En síntesis, a través del partido se pretendió reforzar el carácter central de las instituciones; sin embargo, en ese momento se sentaron las bases de un poder dual: el del presidente de la República y el del presidente del partido.

				 

				 

				Nueva política social

				 

				Un rasgo de la sociedad de esos años fue que, al tiempo que ocurría una nueva organización de la política, se aceleraba la organización nacional de movimientos sindicales y sociales influenciada por las nuevas ideas corporativas fascistas. Se creía haber encontrado la respuesta al cómo encauzar a la sociedad y la política por una hipotética «tercera vía». Así, cobraría valor el modelo político que atribuyó al Estado el papel de mediador del conflicto social, la capacidad de regular los conflictos entre capital y trabajo y conducir el todo hacia la unidad nacional.

				Las organizaciones obreras vivían una etapa de profunda reorganización, que coincidía con la fragmentación de la gran central obrera, soporte de gobiernos previos, la CROM, cuyas primeras fisuras se manifestaron en 1928, máxime cuando su líder Luis N. Morones aspiró a la presidencia de la República. En ese momento, Lombardo Toledano, un abogado de gran prestigio, miembro de la central obrera y responsable de sus litigios sindicales, generó un movimiento en pro de una CROM «depurada». A su vez, se separó Fidel Velázquez junto con cuatro líderes sindicales, denominados Cinco Lobitos (así llamados porque Morones los calificó de «esas lombrices que se fueron», a lo cual se le respondió: «Torpe de usted […] lo que califica de lombrices son cinco lobitos que muy pronto le van a comer todas las gallinas del corral»). Es interesante el origen laboral de estos Cinco Lobitos para comprender el peso estratégico de las ciudades. Sus nexos se originaron en la Ciudad de México donde organizaban la recolección y reparto de leche; otros eran recolectores de basura, camioneros que surtían los mercados de la ciudad y chóferes del transporte público. A este núcleo se adhirieron panaderos, servicios, meseros, albañiles, costureras, etcétera. El conjunto podía paralizar la vida de la capital. Portes Gil, un astuto líder político y jefe del Partido Fronterizo, entregó a Fidel Velázquez y «sus lobitos» las juntas de Conciliación y Arbitraje y les brindó apoyo para formar la Federación Sindical de Trabajadores del Distrito Federal. Alfredo Pérez Medina agrupó en la Cámara de Trabajo, de orientación anarcosindicalista, a otros órganos de trabajadores. La CROM de Morones perdió enorme terreno en múltiples ámbitos y regiones, pero no fue, ni ha sido, liquidada. En suma, entre políticos y líderes sindicales desarticularon el sistema sindical imperante en el decenio de 1920.

				Otras agrupaciones, como las de los ferrocarrileros, electricistas, mineros y metalúrgicos y organizaciones sindicales comunistas con mayor autonomía aumentaron su combatividad y, hacia finales de 1928, formaron la Central Sindical Unitaria de México (CSUM), que tendría un gran peso. En 1933, Lombardo Toledano rompió con la CROM y formó la Confederación General de Obreros y Campesinos de México (CGOCM). La agrupación reunía tanto a sindicatos de trabajadores como a ligas campesinas que en 1933 se encontraban divididas, sin unidad de mando y fuera del control gubernamental. Fue en ese contexto en el que se aprobaron las leyes que trasladaron la jurisdicción de las principales ramas de la industria y de las entidades federativas a la federación —leyes que aparecen como corporativas, en el sentido de que reglamentan y regulan las relaciones de trabajo a partir de los órganos administrativos del Estado—. Conviene antes recordar que la primera Ley Federal del Trabajo, de 1931, atribuyó al Departamento Autónomo del Trabajo las funciones de la Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo y el control sobre las Juntas Federales de Conciliación y Arbitraje. El papel de las juntas fue esencial para la resolución de conflictos laborales y demandas salariales. El papel de mediador colocó al gobierno en posición para nombrar representantes en dichas juntas; Portes Gil, como se dijo, colocó a Fidel Velázquez y a sus «lugartenientes» al frente de éstas, con enormes prerrogativas para determinar qué huelgas eran legales y cuáles no. En materia de control del Estado, los sindicatos debían legalizar su organización ante el Departamento del Trabajo y su registro ante las Juntas de Conciliación y Arbitraje, lo que proporcionó a Fidel Velázquez un conocimiento directo de los órganos de trabajadores en el país. De hecho «don» Fidel fue el ministro sin cartera más poderoso desde 1943 hasta su muerte en 1997.

				En 1934 hubo medidas tendientes a poner orden en el campo; lo más delicado fue dar por terminado el reparto ejidal y estabilizar la inquietud de propietarios al otorgar garantías a la pequeña y gran propiedad agrícola. La nueva legislación confería carácter resolutivo a la dotación de tierras, es decir, no estaban sujetas al amparo, tal como lo venían pidiendo los hacendados y agricultores en la Cámara Nacional de Agricultura. En ese año de 1934 comenzó a funcionar el Departamento Autónomo Agrario, dependiente del Ejecutivo, que permitió avances notables en materia de legislación agraria. El concepto de ejido se enriqueció al incluir la tierra de labor, los bosques, montes, aguas y pastos; al mismo tiempo se protegió la pequeña propiedad agrícola al colocarla al reparo de toda afectación para fines del reparto agrario. La reforma constitucional dio paso al primer Código Agrario (1934), que proporcionaba certidumbre a toda propiedad de 150 hectáreas de riego o menor, al declararla no sujeta a afectación. Al poco tiempo dicho Jefe Máximo, Calles, declaraba concluido el reparto ejidal.

				 

				 

				Pacto de Unidad Nacional

				 

				Lázaro Cárdenas asumió la presidencia de la República el 1 de diciembre de 1934, gracias al apoyo de Calles. Conocedor de la práctica «callista» de tener presidentes débiles y un Jefe Máximo poderoso, se propuso como primera tarea encaminar hacia la presidencia de la República las lealtades del PNR, del ejército, de las organizaciones sindicales y de los campesinos. 

				Sin duda, es en el decenio de 1930 cuando se institucionalizan los ideales de la revolución y se integran al mercado y a la vida política, mediante su lugar en la producción, millares de trabajadores, campesinos y gente sin empleo. En un esfuerzo creador de instituciones sin precedente, se forman nuevas organizaciones sindicales obreras y campesinas, confederaciones y el partido ad hoc a las reformas que se implementan. 

				Por el giro que confirió a la dirección del Estado, Cárdenas fue el fundador de un orden que consolidó el sistema político mexicano a partir de 1935 y durante varias décadas. Lázaro Cárdenas tuvo la responsabilidad de generar un gran acuerdo nacional basado en una organización corporativa, de carácter progresista, definido como populista. En efecto, el Pacto de Unidad Nacional fue esencialmente incluyente al no dejar fuera a los distintos grupos sociales e intereses económicos, le dio a cada uno su sitio según su peso político. 

				 En la década de 1930, el Estado enfrentó serias dificultades para reestructurar el nuevo mercado político de forma que respondiera cabalmente a las demandas de las clases medias urbanas y rurales. Testimonio de la resistencia a los cambios fueron tres grandes movimientos: la Cristiada, la cruzada vasconcelista y el sinarquismo, sofocados, mas no exterminados. El primero, como movimiento católico rural-campesino armado (1926-1929), incorporó segmentos medios de pueblos y villas y a pequeños agricultores contrarios a las políticas corporativas y socializantes. El segundo se formó con habitantes de centros urbanos que propugnaban un programa liberal tendiente a devenir en extrema derecha fascista. El tercero fue el sinarquismo, que se alimentó de los grupos católicos más conservadores.

				 La gran tarea del presidente Cárdenas fue conferir estabilidad a los sectores sociales que no habían conocido un bienestar pese a la reciente revolución y expresaban una peligrosa frustración social agravada por la crisis económica, resentida desde 1926, y sumada a la Gran Depresión.

				El movimiento obrero se encontraba en un momento de profunda reorganización, pero impotente ante el cierre y recorte de personal en las fábricas. El campesino, disperso y sujeto a cultivar tierras marginales o en condiciones de trabajo servil, como peón de hacienda, había recibido pocos beneficios de la revolución, motivo por el que se radicalizó y se organizó en sindicatos de trabajadores agrícolas bajo la guía de los comunistas o se adhirió a los movimientos de extrema derecha. De los movimientos agrarios populares, como el que encabezó Emiliano Zapata, sólo quedaban cenizas y el puñado de cabecillas «agraristas» se habían acomodado como gobernadores o nuevos hacendados de la posrevolución. La corrupción y los millonarios de la revolución infestaban el ambiente.

				Contrariamente a lo que sostiene la historiografía tradicional, el gobierno de Lázaro Cárdenas no fue solamente la respuesta a las presiones externas e internas, fue desde el comienzo una política distinta. Al inicio de su gobierno, el presidente tomó tres medidas. La primera, cambiar las comandancias de zona militar para romper los vínculos entre gobernadores «callistas» y comandantes militares. De 1935 a 1936 el presidente removió a 14 gobernadores por vía del recurso legal de declarar desaparecidos los poderes por perturbación del orden interno, violentando mediante esta acción el pacto federal. De esta forma eliminó la posibilidad de una coalición entre comandantes de zonas militares y gobernadores que pudieran intentar un golpe de Estado. De manera simultánea, a los 15 días de haber asumido el cargo presidencial, suprimió la inamovilidad de los magistrados de la Suprema Corte de Justicia: «Los Ministros de la Suprema Corte, los magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito durarán en su encargo seis años», con lo cual hizo coincidir su periodo con los seis años del gobierno presidencial (artículo 94, reforma del 15 de diciembre de 1934). Tanto los archivos de Lázaro Cárdenas, como el de Francisco J. Múgica, contienen la correspondencia que prueba que la designación de los nuevos magistrados se llevó a cabo por indicación del presidente teniendo en cuenta que los mismos «interpretarán cabalmente la política revolucionaria del nuevo Gobierno».

				Los primeros cambios importantes de jefes de operaciones militares y de gobernadores se efectuaron entre el 1 de diciembre de 1934 (la noche de su protesta como presidente) y mayo de 1935, es decir, antes de la primera crisis con Calles (junio de 1935), a quien expulsaría del país (abril de 1936). Las medidas fueron radicales y firmes, pero altamente riesgosas; por ello el gobierno actuó en múltiples campos. De principios de 1935 a febrero de 1938, además de los expulsados y de los que obtuvieron licencia «forzosa», 91 de los 350 generales del ejército en servicio activo, más 16 divisionarios, se encontraron «en disponibilidad» (sujetos a ordenanza militar pero sin mando de tropa). La mayor parte de los traslados y licencias se realizaron con la finalidad de desplazar al grupo sonorense, incrustado durante 15 años en puestos de mando, y reemplazarlos por militares cardenistas o militares profesionalizados. El cambio continuo también desarraigó al militar de sus zonas de influencia y de intereses creados, y entre 1920 y 1937 los efectivos del ejército fueron reducidos a la mitad, como se observa en la Tabla 1. Con estas medidas el Ejecutivo Federal impidió toda posible conspiración; del mismo modo, la puesta en disponibilidad de los altos mandos del ejército permite comprender cómo el presidente Cárdenas rescató las riendas de mando presidencial antes del primer enfrentamiento con Calles.

				 

				Tabla 1. Efectivos del ejército en 1921 y 1937
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								50.342 (55.000)
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								Fuente: Hernández Chávez, Alicia, «La Mecánica Cardenista» en Historia de la Revolución Mexicana, vol. 16, El Colegio de México, 1979, p. 80. La cifra entre paréntesis (55.000) viene del total de miembros del ejército adscritos a la PRM en 1938.

							
						

				

				 

				En los tres primeros meses de gobierno, Cárdenas ordenó el estudio de reforma del artículo 27 de la Constitución con la finalidad de «reformular el proyecto nacional para darle un nuevo significado al pacto federal». El instrumento fue la nueva Ley de Expropiación por Causa de Utilidad Pública que reglamentó dicho artículo, gracias a la cual «el gobierno federal podía hacer frente de una manera rápida, legal y precisa a casos de emergencia que reclaman en un momento dado una intervención decidida del poder público ante la salvación del interés muchas veces de carácter nacional».

				El giro fue radical. La reforma legal transformó a la nación en un ente superior, por encima de los intereses individuales o de grupo. Es decir, se reformuló el pacto federal, en el sentido de que el Estado, en nombre de la nación, además de estar facultado para regular el interés de los estados federados, adquirió el derecho de intervenir y dirigir los intereses y el bienestar general de la sociedad. La mutación constitucional fue fundamental: del estatismo se pasó al Estado nacionalista.

				El siguiente paso fue una profunda reestructuración económica. Contrariamente a lo que se ha escrito, el presidente desde sus inicios contempló en la agenda política la expropiación del sector petrolero, el eléctrico, el de comunicaciones y el agrario. Cada reforma económica se ejecutó con sustento legal y, cuando se requirió, con la sanción de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN). Además se arropó con grandes movilizaciones, cuya finalidad era reactivar la identidad de los actores sociales con la nación. 

				La primera gran reforma fue la agraria: en nombre de la nación se expropiaron las tierras de agricultura comercial más ricas y se entregaron en posesión al ejidatario, reservándose el Estado su derecho de propiedad. El reparto fue rápido e incisivo, pues, en seis años, se distribuyeron 18,4 millones de hectáreas a cerca de un millón de jefes de familia. El resultado fue que los ejidatarios constituyeron el 41,8 por ciento de la población dedicada a la agricultura, y poseían el 47 por ciento de las tierras de cultivo. Pero no sólo se expropió la tierra más rica y de agricultura comercial, sino también la agroindustria ligada a ella. En 1937 se nacionalizaron los ferrocarriles, y al año siguiente se expropió la industria del petróleo. En la agenda de ese último año, 1938, se proponía la expropiación eléctrica que se suspendió.

				Cabe aquí hacer hincapié en un proceso que se reforzó con cada una de las reformas. En la medida en que el manejo y dirección de las expropiaciones se indujo desde la presidencia, hubo poco margen de autonomía de los poderes legislativo y judicial de la unión y de los propios actores sociales. Los poderes legislativo y judicial de hecho cedieron su autonomía frente a un proyecto «nacional», fortaleciendo el poder presidencial, al transferirle la representación y dirección del interés de la nación. El proceso de fusión del «interés» nacional con el reforzamiento del poder ejecutivo es esencial para la comprensión del régimen presidencial mexicano.

				El Plan Sexenal del gobierno de Cárdenas contempló —como se dijo— desde un principio la expropiación directa de ramas económicas altamente concentradas y de peso estratégico para la conducción económica del país. Justamente por esto se promulgó la Ley de Expropiación y se amplió su contenido al introducir un nuevo concepto jurídico de la propiedad, la del interés social. A partir de esta mutación en su función y naturaleza, el Estado tuvo la facultad para intervenir con rapidez si la propiedad no se explotaba o si algún agente de la producción rompía el equilibrio económico; en general, el Ejecutivo podía intervenir en toda acción de dirección que garantizara el bienestar de la sociedad.

				El plan se concibió como modelo para avanzar e incluso acelerar el desarrollo económico y social del país; no se propuso abolir el predominio capitalista sobre la economía mexicana, ni mucho menos entregar «los medios de producción a los obreros». El principio económico fue fortalecer y expandir el mercado interno, y crear las condiciones para un desarrollo industrial y una economía y desarrollo social más equitativo para los sectores más amplios del país. El concepto básico fue un sistema de economía mixta en el que el Estado ocupaba un sitio estratégico como rector de la economía, redistribuyendo el ingreso y buscando un equilibrio sociopolítico. Más aún, en determinadas áreas económicas, el Estado funcionó como propietario mayoritario de los medios de producción mediante la figura jurídica de empresas paraestatales.

				El supuesto básico del Plan Nacional fue la intervención directa del Estado en el área centralizada de la economía: energéticos, electricidad y petróleo, comunicaciones y sector financiero. Se consideró que la minería requería de mayor centralización y se propuso un plan de reorganización previo, cuyo proceso de «mexicanización» se inició con la ley reglamentaria de 1961 del artículo 27 de la Constitución. La distribución de bienes de consumo se ordenó mediante precios administrados a través del control o administración de las vías férreas, de los energéticos y del Comité Regulador del Mercado de las Subsistencias. La industria en manos privadas nacionales y extranjeras se dejaría libre, a condición de que no lesionara el interés de la sociedad en su conjunto.

				Las miles de empresas de pequeño capital, industria, manufacturas, artesanado, comerciantes, cooperativas y propietarios de tierras de poca extensión debían concurrir con la iniciativa privada y participar en la libre competencia. La idea era que, con el apoyo estatal, se organizara un sistema de cooperativas de trabajadores en las fábricas, en las minas y entre los agricultores. En teoría, el uso del alto poder interventor del Estado aumentaría el ritmo del proceso de transformación económica.

				Hoy se suele caracterizar el periodo de gobierno de Lázaro Cárdenas como esencialmente agrarista. Consideramos que, si bien la política ejidal fue un aspecto medular del cardenismo que arraigó en el campesino y dio al gobierno una amplia estabilidad, el plan de acción del gobierno se basó sustancialmente en el fortalecimiento del mercado interno y en el desarrollo de la agroindustria y manufactura.

				Con la reforma agraria y el reparto masivo de tierras de agricultura comercial se cumplieron diversos propósitos. En lo económico, la expropiación de los latifundios potencialmente más productivos del país desplazó capitales del campo hacia la industria y dirigió su inversión hacia áreas más dinámicas de la economía. Esa medida liberó al sector industrial del arrastre negativo del sector agrícola. A la vez, se creó un mercado de consumo de aproximadamente un millón de familias, nada menos que un tercio de la población económica activa total del país.

				La oligarquía terrateniente no opuso mayor resistencia al reparto agrario masivo que se efectuó de 1936 a 1937 por dos motivos básicos. El primero porque no existía un sector militar, como en Brasil o Argentina, en el que apoyarse. El segundo porque, ante un mercado internacional inestable y deprimido, no tuvo más alternativa que acelerar la tendencia de reinvertir en las áreas de industria y comercio nacionales, en proceso de cambio y atractivas debido a la nueva demanda interna del mercado mexicano. 

				La intención económica corrió a la par que la política. Con el reparto agrario se creó una clientela cautiva: el ejidatario. Así, se estabilizó o nulificó políticamente el sector social más volátil y se coartó la proyección del trabajador agrícola hacia el sindicalismo agrario más combativo. Es decir, se liberó al Estado del arrastre político negativo del sector potencialmente más peligroso, el campesino, y se consolidó una base de apoyo que brindaría invaluables márgenes de autonomía estatal.

				El rasgo distintivo de este periodo fue la intervención estatal, cuya magnitud y calidad se centró en áreas estratégicas, mediante reformas y cambios estructurales encaminados directamente a la creación, ampliación y reconversión de la infraestructura física e institucional, incluso participando en actividades productivas directas. Sobresalió su función como agente del crecimiento económico en la conformación de un nuevo modelo de desarrollo endógeno. Se inició el abandono del esquema primario exportador, como señala Enrique Cárdenas, y el eje de la acumulación se desplazó hacia el sector agroindustrial y de manufacturas. Es decir, tuvo lugar un proceso de cambios sustantivos en la estructura productiva, cuya demanda respondía cada vez más a factores internos. Así, el principal soporte de la política gubernamental quedó conformado por cuatro áreas importantes: el uso del gasto público como instrumento para la formación de capital, la creación de instituciones financieras y bancarias, la política de expropiaciones y la reforma agraria.

				A las clases medias se les asignó una función prioritaria al reunir en ella a pequeños propietarios, artesanos, industriales y agricultores. El argumento central del gobierno fue que la formulación de cualquier proyecto de desarrollo debía partir del reconocimiento de que la clase media: 

                 

				[…] es partidaria de la propiedad privada, de la independencia económica y de la libre competencia; [profesa una ideología democrática correlativa] odia al gran capital, condena los monopolios, y se yergue contra el imperialismo, porque instintivamente percibe que a ellos debe su ruina como clase autónoma. Pero odia aún más al socialismo y a la clase obrera que la profesa, porque considera a ésta inferior y se resiste a caer en sus filas.

                 

				La consecuencia política y económica de este análisis, en apariencia sólo social, es que la economía nacional no podía construirse siguiendo el modelo capitalista ni el socialista; debía hacerse «con el concurso de la clase media, o no será», afirmó el secretario de la Economía Nacional, Francisco J. Múgica. Este concurso de la clase media sólo se puede tener si la nueva economía nacional se inspira en la idea de que este grupo limitará el peso del gran capital monopólico, garantizando a su vez la libre concurrencia. Con tal de obtener estos dos objetivos, dice el citado plan, la clase media puede incluso aceptar «una pérdida de libertades políticas y una regresión antidemocrática siempre que se mantenga incólume el respeto a la propiedad individual [garantizados estos fines, las clases medias] respaldarán al gobierno en contra del socialismo y del proletariado».

				Al caracterizar a las clases medias de este modo, el gobierno pudo entrever el posible intercambio político: apoyo de la clase media a la nueva economía nacional a cambio de garantías económicas, sumada a la aceptación de las clases medias de las metas y prioridades definidas autónomamente por la clase dirigente. En efecto, el análisis del Plan Nacional de Desarrollo insistía mucho en el hecho de que si bien las clases medias eran el sector social numéricamente más importante, no estaban en una fase de desarrollo que pudiera generar una acción coordinada y sostenida, pues carecían de un centro capaz de organizarlas de modo autónomo.

				Diferente fue el análisis que en el plan se hizo sobre el proletariado, pues si bien lo consideró como un sector estratégico, su reducida dimensión cuantitativa lo obligaba a actuar políticamente con el apoyo del Estado y como su aliado estratégico —estratégico porque laboraba en las áreas económicas de mayor concentración de capital, y minoritario porque no pasaba de 600.000 trabajadores, de los cuales unos 200.000 eran efectivamente obreros industriales—.

				Los dos supuestos llevaron a pensar que el movimiento obrero organizado podía ser reconducido a los objetivos establecidos en el plan. En efecto, el Estado reconocía y legitimaba las reivindicaciones económicas de los sindicatos a condición de que ellos reconocieran la existencia de un interés superior al puramente de clase, el interés de la nación. El resultado final fue un cambio sustancial del estatus del obrero que de proletario terminó por convertirse en trabajador al servicio del Estado, como lo muestran las protestas obreras cuando la nacionalización de los ferrocarriles y la expropiación petrolera.

				La evolución de las relaciones laborales a lo largo del sexenio de 1934 a 1940 se distinguió por una relación conflictiva entre obreros y Estado. En efecto, la tensión entre sindicatos y el gobierno de Lázaro Cárdenas se expresó cuando ciertas conquistas económicas de los sindicatos debieron cederse ante el concepto de la prioridad social de las industrias nacionales. Por su parte, el Estado rechazó ser considerado como patrón y reconoció al obrero como «servidor público», argumento que mantuvo frente a los sindicatos cuando se nacionalizaron los ferrocarriles (1937) y la industria del petróleo (1938). Categóricamente afirmó que la misión del gobierno era velar por el bienestar de la sociedad en su conjunto; por lo tanto, acceder a las demandas sindicales terminaría por perjudicar a la nación o incluso traicionarla. Esta idea la expresó el presidente Cárdenas en 1940, cuando escribió al Sindicato de Trabajadores Petroleros para rechazar sus demandas económicas: «Algunos dirigentes sindicales no se han dado cuenta del cambio operado al pasar la industria del petróleo de las empresas extranjeras a poder de la Nación y bajo la responsabilidad e interés conjunto de los trabajadores y del propio Gobierno». 

				 

				 

				El Partido de la Revolución Mexicana

				 

				Una vez que la sociedad se organizó por sectores, hubo que institucionalizarla bajo un órgano político. El descrédito del PNR era general incluso entre sus miembros. Las reformas, cambios y participación de diversos agrupamientos populares promovidos por el gobierno de Cárdenas hicieron menos sostenible un partido ya caduco; el gobierno procedió a adecuar la organización económica al nuevo partido, que organizó por sectores (militar, obrero, campesino y clases medias).

				Los preparativos comenzaron en 1937, ante la inminente formación del partido que Lombardo Toledano —abogado sindical e intelectual de izquierda— organizaba, el Partido Socialista, «representante de la verdadera izquierda». Como líder de la poderosa CTM, Lombardo Toledano disponía de la fuerza suficiente para encabezar la organización política de los grupos más progresistas, nada le impedía integrar la gigantesca Confederación Nacional Campesina (CNC) y la energía del agrarismo a un proyecto socialista.

				Por otra parte, la oposición al régimen se hacía cada día más fuerte. El movimiento católico heterodoxo de extrema derecha —sinarquismo— fundado en 1937, bajo el nombre de Unión Nacional Sinarquista (UNS), decía contar con un millón de adeptos; el candidato de la oposición, Juan Andreu Almazán, recibía el sólido apoyo de políticos y militares conservadores; la llamada clase media urbana se sentía afectada por el tono político radical y por las nacionalizaciones: temían ante todo la llegada a la presidencia de un candidato inclinado hacia los extremos de izquierda, Francisco J. Múgica, por lo que a partir de 1938 distintos sectores sociales se pronunciaron en contra de la continuidad de las políticas «radicales del gobierno». 

				Ni remotamente entró en los planes del gobierno dejar sueltos los sectores sociales y el campo para que la CTM, con Lombardo al frente, creara su Partido Socialista. La medida prevista fue reorganizar el partido de manera que incorporara a los sectores populares creados y fortalecidos por el régimen. A principios de 1938, el Ejecutivo lanzó la convocatoria a la Asamblea Constitutiva del nuevo Partido de la Revolución Mexicana (PRM). Fue el clímax del periodo cardenista, cuando el enorme poder y el prestigio personal de Cárdenas se encauzaron y canalizaron, en marzo de ese año, a través de aquel partido nuevo y de su novedosa maquinaria política. El sector obrero estaba representado por la CTM, la CROM, la CGT o Confederación General de Trabajadores, y el Sindicato de Mineros y Metalúrgicos, con 96 delegados, de los cuales la CTM tuvo la mayoría. El sector agrario contó con tres delegados por entidad federativa, elegidos entre los secretarios en funciones de las ligas de Comunidades Agrarias y los sindicatos campesinos constituidos o que se hubieran formado antes del 29 de marzo de 1938. En los sectores donde no se hubiera constituido dicha liga, la CCM o Confederación Campesina Mexicana, en colaboración con el Comité Ejecutivo Nacional (CEN) del PNR, vigilaría la elección de candidatos. El ejército designó 40 delegados, que representaron las 33 zonas militares, dos zonas navales, tres direcciones y las oficinas superiores de la Secretaría.

				La Confederación Nacional de Organizaciones Populares (CNOP), a pesar del medio millón de miembros que se le atribuyeron, era un grupo disperso que reunió a los miembros del PNR que no se incorporaron en los otros tres sectores: grupos femeniles y juveniles, profesionales y pequeños comerciantes, obreros o artesanos ajenos a las centrales obreras.

				Ser miembro de un sindicato, ejido, corporación, dirección militar u organismo de la CNOP automáticamente significaba la incorporación al PRM. Lo más importante fue que las organizaciones se comprometieron a desarrollar toda actividad política en bloque, por sector, y sólo dentro del marco del partido. En tales condiciones, el número de miembros del partido saltó de menos de un millón en 1937 a más de cuatro millones, repartidos de la siguiente manera: sector obrero, 1.250.000; sector campesino, 2.500.000; sector popular, 500.000, y sector militar, 55.000.

				Aun cuando la representación fue proporcional, cada sector cumplía una función: los campesinos, el sector más amplio, fueron la base de legitimidad popular del régimen; los obreros organizados constituían una fuerza importante, no por su número, sino porque en sus manos estaba la producción industrial del país y cualquier decisión que tomaran podría acarrear serios trastornos económicos y políticos. El sector popular (CNOP) reclutó una clase media urbana que, dejada libre, podía ser presa fácil de las facciones de extrema derecha como el sinarquismo y del Partido de Acción Nacional (PAN), recién creado en 1939. El PAN —formado por grupos liberales y católicos— se había organizado en oposición a las políticas corporativas del gobierno; su programa se dirigió a la sociedad que no participaba de la organización sectorial del régimen o que no había sido cooptada por éste. 

				 

				 

				Décadas de 1940 y 1950

				 

				Al concluir Lázaro Cárdenas su periodo presidencial, la sociedad mexicana y su sistema político habían vivido transformaciones de la magnitud de las que ocurrieron entre 1911 y 1917. Los acontecimientos por venir cambiarían radicalmente el rostro de México. El sentido y la velocidad de los avances permiten sugerir que, en las décadas de 1930 y 1940, México entró de lleno en la contemporaneidad. En buena medida los cambios ocurridos en la segunda mitad del siglo XX son la continuación —muchas veces distorsionada— de las profundas reformas que ocurrieron en el decenio de 1930; queremos decir que el nuevo orden surgido de la revolución y que se institucionaliza en el decenio de 1930 fue la base y sostén de la gran transformación que tuvo lugar de 1940 a 1960.

				La política cardenista hizo posible la consolidación de un mercado nacional, de una ideología y un modo de sentirse mexicano, y de una entrega sin precedentes de medios de producción como la tierra y la nacionalización de industrias. La circulación de bienes y servicios formó un sistema de precios para los productos y el trabajo, que nacieron de la relación entre oferta y demanda y que tendió a igualarse en todas las regiones del país. Sin este cambio y la libertad de movimiento de la población no habría sido posible el rápido crecimiento económico de los decenios de 1940 y 1950. La reforma agraria en sus distintos momentos, en especial la cardenista, puso la tierra más productiva en manos de un millón de personas al crear el ejidatario o agricultor del predio ejidal. El nacimiento de un sistema monetario con el Banco de México, fundado en 1926, como órgano de regulación, la monetarización del salario y la liberalización definitiva del trabajo fueron rupturas con el pasado y fuerzas propulsoras de la demanda global. Las nuevas instituciones económicas se acompañaron de instituciones sociales y políticas, en especial con la formación del pacto corporativo, que se desenvolvió para incluir a un mayor número de personas, tantas como fue capaz de organizar y regular el Estado.

				El mercado nacional se construyó por etapas, las cuales se observan en el nivel del Producto Interno Bruto (PIB) entre 1921 y 1940; cabe advertir que las estimaciones del PIB no son totalmente confiables —son indicativas— porque su desempeño se deduce de modo indirecto a partir de los grandes agregados económicos. La economía mexicana, como se dijo, se resintió de las repercusiones de la crisis de 1929 con el resultado siguiente: resalta el crecimiento constante de la participación del sector manufacturero e industrial en el Producto Interno Bruto y el lento pero franco deterioro del sector agropecuario. Sin embargo, esto debe cuantificarse en relación con la población total, cuyo crecimiento, entre 1920 y 1930, había recuperado los niveles previos a la revolución, al pasar de 14,4 a 16,5 millones de habitantes, o sea un crecimiento anual del 1,4 por ciento como ya se ha dicho. La transición demográfica y las políticas públicas conllevaron que la población urbana creciera hasta el doble de la población total, o sea a una tasa del 3,1 por ciento, mientras la rural creció el 1,7 por ciento anual. Este aumento poblacional hizo que México afianzara su transformación de país rural a urbano y consolidó el proceso de conformación de un mercado nacional. 

				En las condiciones de crisis económicas de los años treinta, fueron las industrias nacionales, las manufacturas y artesanías las que sostuvieron el crecimiento económico. La caída en el sector minero y petrolífero comenzó durante la crisis internacional y se acentuó a consecuencia de las represalias estadounidenses y europeas, por la expropiación petrolera y la competencia del petróleo venezolano. Hubo que esperar hasta el decenio de 1940 para apreciar plenamente los beneficios para el país que produjo la expropiación petrolera de 1938.

				En 1940, la población total era de 19,6 millones, y de ésta 3,9 millones (el 20 por ciento) vivían en centros urbanos de más de 15.000 habitantes. La población se distribuyó en relación con un mercado nacional en crecimiento: aumentó la población de centros urbanos y la movilidad entre poblaciones rurales, sobre todo las de menos de 2.500 habitantes. La relación entre dinámica demográfica y la consolidación del mercado nacional se debió a la reforma agraria, que explicamos previamente.

				La diferencia entre la experiencia mexicana y la de otros países latinoamericanos respecto a la formación de los mercados nacionales fue que en México hubo una reforma agraria que liberó los factores de la producción. La gran propiedad fue redistribuida y dada en usufructo a ejidatarios y, en algunos casos, la compraron pequeños y medianos propietarios. Los grandes empresarios agrícolas o bien salvaron sus 150 hectáreas de riego y se convirtieron en rancheros productores para el mercado o aprovecharon el auge del sector industrial y de comercio para invertir en sectores más redituables. La inmensa red de pueblos se apoyó en la dinámica del mercado y precios administrados del transporte y energéticos lo que aceleró la mercantilización de sus economías, conectándose con el mercado. Todos se beneficiaron: pueblos, comunidades indias, la pequeña propiedad, el ejido individual y el colectivo. Lo más importante fue que el mundo rural dejó de ser sólo un mercado de productores e ingresó al mercado de consumidores y junto con las ciudades impulsó el proceso de sustitución de importaciones del sector industrial.

				Sin duda, dos fueron los pilares del mercado interno: el primero, la inversión en irrigación y caminos de los decenios 1930 y 1950 (entre 1935 y 1939, el 18,6 por ciento del gasto federal fue para irrigación, y el 26,6 por ciento para caminos, casi la mitad del total del gasto, un 45,2 por ciento), y el segundo, el ferrocarril. La red de caminos vecinales y carretera federal más el ferrocarril fueron poderosos estímulos para la producción comercial. 

				Los tres mapas que se presentan a continuación dejan ver la obra de infraestructura que se tendió o completó entre 1930 y 1960, la cual transformó el espacio geohistórico de México. El tendido de las ferrovías fue obra del Porfiriato con excepción de las conexiones del oriente con el centro a través de la Sierra Madre Oriental y otras vías menores. La obra de las carreteras no sólo complementó la ferroviaria, sino que la amplió dinamizando el intercambio entre pueblos, ciudades intermedias y de más de 100.000 habitantes. En el mismo periodo, en 1926, se aprobó la Ley sobre Irrigación con Aguas Federales, se creó la Comisión Nacional de Irrigación y en 1947 la Secretaría de Recursos Hidráulicos, que hicieron posible la construcción de los grandes sistemas de regadío y de plantas hidroeléctricas que aumentaron notoriamente la superficie de hectáreas cosechadas: de 115.194 en 1936 se pasó a casi dos millones en 1960.

				Estudios recientes destacan la participación empresarial del sector ejidal y de propietarios agrícolas con el sector del trabajo en la formación y extensión del mercado nacional. Al respecto, se sabe que en la industria textil aumentó la productividad del trabajo y la productividad total (producción por trabajador y producción por unidad de capital y trabajo). La primera se incrementó en el decenio de 1930 al 30 por ciento, el porcentaje más alto alcanzado a comienzos del siglo, antes de la revolución; y la segunda, que mide el esfuerzo conjunto de empresarios y obreros, había crecido un 69 por ciento.
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				Gracias al nuevo orden internacional, se redujo la tensión que vivió México entre 1938 y la II Guerra Mundial, periodo en el que, como represalia por la expropiación petrolera, las grandes potencias marginaron a México del sistema internacional. Las poderosas empresas expropiadas desarrollaron una intensa campaña en contra de México en un momento en que intentaba comerciar con Alemania e Italia, para romper el boicot al petróleo mexicano. La política exterior de Estados Unidos de buena vecindad con América Latina, y en particular con México, se mantuvo pese a las presiones del lobby petrolero y gracias a que los intereses mineros fueron respetados. En cambio, como comentaría el propio Lázaro Cárdenas, el presidente estadounidense Franklin Delano Roosevelt en todo momento reconoció el fallo de la Suprema Corte de Justicia mexicana sobre la expropiación de la industria petrolera, lo cual contuvo los intentos golpistas de los sectores de derecha, incluso adictos al eje fascista en México y en Estados Unidos.

				Al estallar la II Guerra Mundial, el gobierno estadounidense guió su política externa con México en función del apoyo que requirió. Primero necesitó el libre acceso a productos mexicanos como el petróleo, minerales, algunas manufacturas y mano de obra, pues los trabajadores mexicanos ocuparían el lugar de los estadounidenses que partían al frente de guerra. En segundo lugar, necesitó de todo el soporte de defensa nacional de México para asegurar sus litorales del Pacífico de un posible ataque o invasión por parte de Japón. 

				La nueva relación favorecía a México, pues Roosevelt obligó a las empresas petroleras estadounidenses e indirectamente a las inglesas a aceptar un acuerdo negociado. Con esto se abrió la posibilidad de firmar un nuevo tratado comercial y fijar una Comisión de Cooperación Económica entre México y Estados Unidos (1942).

				La nueva relación de cooperación trajo consigo la apertura del crédito externo, a efectos prácticos suspendido desde la revolución. El gobierno de Ávila Camacho pudo entonces desarrollar —con el crédito— programas importantes de industrialización, infraestructura para irrigación, caminos y energía eléctrica. La declaración de guerra de México al Eje (1942) fue símbolo de su definitiva inclusión en el amplio frente de países aliados y de su nueva relación con la gran potencia industrial estadounidense.

				La Conferencia de Bretton Woods de 1944 reorganizó el sistema financiero internacional dando centralidad al dólar y estableció una paridad fija entre oro y dólar. En este acuerdo de estabilización de las finanzas internacionales estuvo presente una delegación mexicana, que suscribió los acuerdos. El nuevo orden, que nacía de la victoria de los aliados en la II Guerra Mundial, se expresaría en la Conferencia de Chapultepec (1945) y en la creación de la Organización de las Naciones Unidas en la Conferencia de San Francisco (1945).

				La política exterior que se desenvolvió colocó a México —en el nuevo sistema bipolar de las superpotencias— en la esfera de influencia estadounidense; con esto, el país se obligó a ciertos deberes a cambio de otros tantos derechos. Como miembros del sistema, México y los países latinoamericanos necesitaron del sostén financiero para sus programas de desarrollo económico y social, mediante créditos blandos y de cooperación. De manera simultánea, México criticó el enorme poder de las potencias victoriosas (Estados Unidos, Gran Bretaña, Francia, la Unión Soviética y China) en la constitución de la Organización de las Naciones Unidas y propuso modos más democráticos para nombrar a los miembros del Consejo de Seguridad.

				 

				 

				Límites del Estado corporativo

				 

				En la década de 1940 y las siguientes, el federalismo mexicano adoptó una forma de organización política que terminó por convertir a los Estados soberanos en simples unidades administrativas. El proceso fue incompleto, porque el llamado Estado rector, capaz de dirigir la economía y la sociedad, tuvo límites. Sin duda, el mayor fue la imposibilidad de corporativizar a la sociedad completa, pues, en el mejor de los casos, en su primera etapa logró colocar bajo su tutela a la mitad de los habitantes; la otra mitad —la de pequeños y medianos agricultores, industriales, comerciantes independientes y profesionales— se desarrolló en la esfera de la economía autónoma del Estado y de sus empresas paraestatales, en las que el Estado mantenía el capital mayoritario. 

				El proyecto corporativista, en efecto, logró articular políticamente el segmento social obrero y campesino, que, por ser estratégico, dio la impresión de un Estado federal omnipresente. Esta omnipresencia dependió de que ese Estado fuera el único organizado nacionalmente, capaz de difundir y ejecutar sus políticas por medio de funcionarios en el territorio y en la sociedad mexicana. Son estas condiciones históricas las que nos permiten comprender cómo se asimiló una cultura política nacionalista corporativa, cuyo principal referente fue la figura presidencial. La imagen de un Estado todopoderoso también nos lleva a subestimar los nexos entre municipios, estados y federación, por conducto de las instancias sociales no organizadas por el gobierno nacional, que en ese periodo se refugian en el municipio y en los poderes de las entidades federativas.

				La insistencia en describir el sistema político mexicano a la luz de la institucionalización del cambio político —del equilibrio y control de la presidencia, de la distribución y concentración del poder— nos hace perder de vista que la vida política no es exclusivamente la organizada a partir del partido en el gobierno y de la presidencia.

				Una reconstrucción más atenta de las prácticas políticas arroja otra luz. La transición pacífica del poder se relaciona con el hecho de que el presidente electo asume todos los poderes acumulados por su predecesor y, como regla de oro, abdica concluido su periodo presidencial de toda injerencia en política nacional. 

				En las entidades federativas el nuevo presidente encontrará un buen número de gobernadores y diputados nombrados por su predecesor, y él a su vez nombrará o influirá en la designación de la otra mitad del personal político. Este hecho proporciona un elemento de continuidad política, pero también impone límites al presidente, obligándolo a pactar, a respetar acuerdos, a reconocer los mecanismos y las modalidades de la política en el interior de cada estado de la Unión. Sólo así obtendrá consenso: el voto de reciprocidad entre presidente y gobernadores, indispensable para una buena relación entre gobierno federal y entidades federativas. La injerencia política de la federación en los estados no es entonces total. Al gobierno federal corresponde la designación de los candidatos a senador y diputados federales e incluso a gobernador, a condición de que se deje en manos de las fuerzas locales la elección de diputados estatales y de presidentes municipales. Esta mecánica política pone en evidencia un marco formal federal, un espacio y unos parámetros donde es posible moverse, mas no se deben violentar.

				La misma representación corporativa del sector obrero-campesino, puntal del sistema político, tampoco puede ser considerada un apéndice del gobierno. De 1918 a 1962 el sector obrero ocupó 52 escaños en el Senado y más de 250 diputaciones; cargos todos que nos dicen hasta qué punto el poder presidencial no es omnímodo. Por ejemplo, la Confederación de Trabajadores de México (CTM) negociaba con el gobierno el número de puestos políticos a partir de su fuerza local —en el ámbito territorial—, negociaciones que, además de generar pactos y acuerdos de reciprocidad entre el liderazgo obrero y sus bases sindicales, pone de manifiesto que las instancias locales y regionales no siempre son cooptadas. El peso de las comisiones y de los representantes en el Congreso de la Unión ha sido importante, como lo expresa el voto de reciprocidad subyacente a la federalización del trabajo, a la expropiación petrolera, a la nacionalización de la energía eléctrica, a la creación del Instituto para el Fomento de la Vivienda del Trabajador (INFONAVIT).

				Sin lugar a dudas, el Congreso fue el poder más devaluado de la federación. En 1940, la oposición representaba apenas un 5 por ciento de diputados y, no obstante su aumento paulatino, su efectividad fue limitada por el peso abrumador del partido en el gobierno —PRI— y por carecer en ocasiones de un proyecto político-económico coherente, lo cual daba a su intervención un carácter contestatario. Entre 1935 y 1959 las iniciativas de ley enviadas por el Ejecutivo fueron aprobadas por el Congreso de la Unión casi siempre por unanimidad. Incluso en los periodos de mayor oposición política al gobierno o de reformas fundamentales de la Constitución, como las efectuadas durante el gobierno de Lázaro Cárdenas y las de 1959, con López Mateos en la presidencia, todas las iniciativas fueron aprobadas con el 95 por ciento de los votos. Así, el Congreso aparecía con una función simbólica, la de legitimar los actos del Ejecutivo. Sin embargo el Congreso cumplía otra función. Al gobierno correspondía limar el mayor número de asperezas y modificar incluso sus iniciativas de ley antes de turnarlas al Congreso. Secretarios de Estado y sus funcionarios, y en ocasiones el propio presidente de la República, estaban en continuo cabildeo con los distintos intereses políticos representados en el Congreso, es decir, con los miembros del PRI, y procuraba el consenso de los grupos no representados en la Cámara. Después de años de voluntad y empeño político por imponer un nuevo rumbo a la nación, específicamente a partir de Lázaro Cárdenas, se conformó una práctica política fundada en la actividad presidencial: dialogar, convencer, ceder y modificar. Estas prácticas se extienden incluso hacia la parte de la sociedad no corporativizada, que no puede ser excluida, so pena de generar fenómenos de desobediencia civil que pondrían en peligro la estabilidad del país, en especial los llamados poderes «fácticos», poderosos empresarios, sindicatos, empresas transnacionales.
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